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Buenas Prácticas para garantizar el acceso efectivo a la justicia de las Personas con Discapacidad
1. Remita Información sobre buenas prácticas existentes en la legislación, las políticas y/o las medidas institucionales adoptadas en su país a fin de garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, conforme al artículo 13 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.
Respecto a este punto, como Estado ecuatoriano nos complace informar las siguientes leyes, normas, políticas y acciones que se han adoptado para garantizar el acceso efectivo a la justicia.
· Constitución de la Republica (2008)

· Ley Orgánica de Comunicación (2019) y su Reglamento.
· Ley Orgánica de Discapacidades (2019) y su Reglamento. 

· Código Orgánico Integral Penal (2014) y su reglamento.

· Código Orgánico General de Procesos (2015)

· Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo (2019)
· Manual de Atención en Derechos de Personas con Discapacidad en la Función Judicial (2015)

· Rutas y Protocolos para la Protección de Derechos de las Personas con Discapacidad (20017)

· Normas Jurídicas en Discapacidad Ecuador (2014)
Ahora bien, en cuanto a lo establecido en el artículo 13 numeral 2 del “Convenio sobre los derechos de las personas con discapacidad” que hace referencia a la capacitación adecuada de las personas que trabajan en la administración de justicia, personal policial y penitenciario, podemos destacar los siguientes mecanismos y datos: 
· Manual de Atención a Personas con Discapacidad en la Función Judicial: 5.307 funcionarios capacitados (jueces, notarios,  funcionarios de los operadores de justicia).

· Sensibilización en el ámbito de las discapacidades: 15.152  operadores de justicia capacitados en Plataforma Virtual de CONADIS

· Capacitación “Rutas y Protocolos para la Protección de Derechos de las Personas con Discapacidad”, las cuales fueron socializadas durante el año 2018 con los 23 Técnicos Territoriales CONADIS en las provincias continentales del país, en 210 cantones con la participación de 10.298 personas con discapacidad, sus familias y autoridades locales, en donde se entregó material impreso. 

· Elaboración y aprobación de “Protocolo Policial para la Detención o Aprehensión de Personas de Grupos de Atención Prioritaria y GLBTI” (2018) y capacitación a  16.891 agentes de la Policía Nacional  (entre Diciembre de 2018 y junio 2019)
En cuanto a las disposiciones descritas en la normativa de la legislación ecuatoriana referente al derecho de Acceso a la Justicia de las personas con discapacidad podemos señalar las siguientes:

Constitución de la Republica del Ecuador

Respecto al reconocimiento como un grupo de atención prioritaria y como colectivo de atención especial por el Estado por encontrarse en situación de desigualdad por su condición, tal como lo dispone el artículo 35 “las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado”
Asimismo, se debe tomar en consideración los derechos de igualdad ante la ley, a la no discriminación y aun acceso a la justicia efectivo que se determinan en:

“Art. 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento.

2. Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes y oportunidades.

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación.

El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad.

3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. (…)

4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales.
5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia. (…)

9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución. 

El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus cargos. (…)

El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso.

Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos.”

Para el acceso al derecho de la información en podemos mencionar el articulo 16 numeral 4 establece que “Todas las personas, en forma individual o colectiva, tienen derecho a (…) El acceso y uso de todas las formas de comunicación visual, auditiva, sensorial y a otras que permitan la inclusión de personas con discapacidad.”

Por otra parte, como derecho de protección podemos señalar lo dispuesto en el artículo 75 el cual hace referencia a que “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión.” Mismo que debe estar en concordancia con lo determinado en el artículo 76 que establece garantías básicas para asegurar el debido proceso.

Sobre los derechos de las personas privadas de libertad, de conformidad con el artículo 51, la Constitución de la Republica reconoce su derecho a no ser aisladas, a comunicarse, a recibir visitas, a declarar ante una autoridad judicial sobre el trato recibido, a contar con recursos humanos y necesarios para gozar de salud integral, a la atención de sus necesidades educativas, laborales, productivas, culturales, alimenticias y recreativas, y a recibir atención preferente y especializada en el caso de personas adultas mayores, mujeres embarazadas o en período de lactancia, con discapacidad, enfermas o adolescentes.

Ley Orgánica de Discapacidades - LOD
Debemos señalar que está Ley Orgánica se encuentra en armonía con diez de los principios establecidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, los cuales hacen referencia a “No discriminación, In dubio pro hominem, Igualdad de oportunidades, Responsabilidad social colectiva, Celeridad y eficacia, Participación ciudadana, Accesibilidad, Protección de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, y Atención prioritaria.” Principios que están enfocados a que El Estado a mas de ofrecer un trato en iguales condiciones, reconozca a todas las personas con discapacidad todas sus capacidades particulares y potencie el desarrollo individual y autónomo de este grupo de la sociedad.
Acerca del reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad, el articulo 16 dispone “El Estado a través de sus organismos y entidades reconoce y garantiza a las personas con discapacidad el pleno ejercicio de los derechos establecidos en la Constitución de la República, los tratados e instrumentos internacionales y esta ley, y su aplicación directa por parte de las o los funcionarios públicos, administrativos o judiciales, de oficio o a petición de parte (…)”
Sobre la accesibilidad en el artículo 58 se establece que “Se garantizará a las personas con discapacidad la accesibilidad y utilización de bienes y servicios de la sociedad, eliminando barreras que impidan o dificulten su normal desenvolvimiento e integración social (…)”, de igual manera, en el marco del acceso a la comunicación el articulo 63 determina “Estado de promocionar “el uso de la lengua de señas ecuatoriana, el sistema Braille, las ayudas técnicas y tecnológicas, así como mecanismos, medios y formatos aumentativos y alternativos de comunicación; garantizando la inclusión y participación de las personas con discapacidad en la vida común.” Adicionalmente, el artículo 65 obliga a las instituciones públicas y privadas que prestan servicios públicos a “incluir en sus portales web, un enlace de acceso para las personas con discapacidad, de manera que accedan a información y atención especializada y prioritaria (…).” Disposiciones normativas que son parte del derecho que tienen las personas con discapacidad de acceder de forma efectiva a la justicia.
Reglamento a la Ley Orgánica de Discapacidades
En este cuerpo normativo se establece las disposiciones particulares para el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica de Discapacidades - LOD, mismas que comprenden los derechos de las personas con discapacidad para garantizar su inclusión efectiva en los ámbitos laborales, de salud, vivienda, accesibilidad, educación, tributos, seguros de vida, importación de bienes, entre otros.
Ley Orgánica de Comunicación 

En cuanto al reconocimiento, garantía y ejercicio del derecho a la libertad de expresión de las personas con discapacidad en el año 2013 se aprobó la Ley Orgánica de Comunicación y que posteriormente fue reformada en febrero del 2019. Es así que el artículo 11 hace referencia al principio de acción afirmativa cuyo texto señala:
“Las autoridades competentes adoptarán medidas de política pública destinadas a mejorar las condiciones para el acceso y ejercicio de los derechos a la comunicación de grupos humanos que se consideren fundadamente, en situación de desigualdad real; respecto de la generalidad de las ciudadanas y los ciudadanos.
Tales medidas durarán el tiempo que sea necesario para superar dicha desigualdad y su alcance se definirá para cada caso concreto.
El Estado respetará y estimulará el uso y desarrollo de Idiomas Ancestrales en los medios de comunicación.
Estas medidas serán aplicables únicamente para equiparar condiciones y no podrán generar ventajas.”
Finalmente, sobre el derecho al acceso y ejercicio de las personas con discapacidad a la comunicación e información, el articulo 37 dispone “la aplicación de mecanismos como la incorporación del recuadro del  intérprete de lenguaje de señas ecuatoriana, subtítulos,  sistema braille y técnicas de accesibilidad al contenido web”, los cuales en razón de su aplicación deberán ser implementados para el uso y servicio que prestan las instituciones públicas del Estado, particularmente las relacionadas al ámbito de justicia. 
Código Orgánico Integral Penal

Este cuerpo legal contiene también disposiciones específicas para personas con discapacidad. Define la sanción con pena privativa de libertad de uno a tres años para quien propague, practique o incite a toda distinción, restricción, exclusión o preferencia en razón de discapacidad, entre otras causas, con el objetivo de anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos en condiciones de igualdad. “Si la infracción puntualizada en este artículo es ordenada o ejecutada por las o los servidores públicos, será sancionada con pena privativa de libertad de tres a cinco años” (Código Orgánico Integral Penal, 2014: Art. 176).

También establece una pena privativa de libertad de uno a tres años para quienes cometan delitos de odio, es decir actos de violencia física o psicológica de odio contra una o más personas en razón de su discapacidad, entre otras causas (Código Orgánico Integral Penal, 2014: Art. 177).

El artículo 443 menciona entre las atribuciones de la Fiscalía, el garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes de odio y los que se cometan contra personas con discapacidad, en las materias pertinentes que, por sus particularidades, requieren una mayor protección.

Sobre los derechos de los testigos de las personas con discapacidad, el Código menciona que las personas con discapacidad “tendrán derecho a que su comparecencia ante la o el juzgador o fiscal, sea de forma adecuada a su situación y desarrollo evolutivo. Para el cumplimiento de este derecho se utilizarán elementos técnicos tales como circuitos cerrados de televisión, videoconferencia o similares, por una sola vez. Se incorporará como prueba la grabación de la declaración en la audiencia de juicio” (Código Orgánico Integral Penal: Art. 504).

Para la recepción del testimonio de una víctima con discapacidad establece que siempre que la víctima lo solicite o cuando la o el juzgador lo estime conveniente y la víctima lo acepte, el testimonio será receptado con el acompañamiento de personal capacitado en atención a víctimas en crisis y que esta norma se aplicará especialmente en los casos en que la víctima sea niña, niño, adolescente, adulto mayor o persona con discapacidad (Código Orgánico Integral Penal, 2014: Art. 510, numeral 5).

Cabe resaltar que este cuerpo legal menciona que para casos especiales, la prisión preventiva podrá ser sustituida por el arresto domiciliario y el uso del dispositivo de vigilancia electrónica, en el caso que la persona procesada presente “una discapacidad severa o una enfermedad catastrófica, de alta complejidad, rara o huérfana que no le permita valerse por sí misma, que se justifique mediante la presentación de un certificado médico otorgado por la entidad pública correspondiente” (Código Orgánico Integral Penal: Art. 537); y establece la obligación del Estado de crear programas de tratamiento para grupos de atención prioritaria, para atender sus necesidades en privación de libertad (Código Orgánico Integral Penal: Art. 710).

2. Remita Información sobre buenas prácticas existentes en su país, incluyendo estrategias y guías para facilitar la participación directa o indirecta de las personas con discapacidad en los procedimientos judiciales y otros procedimientos legales (por ejemplo, como partes interesadas, testigos, jurado, jueces, abogados, peritos), incluyendo las áreas de:
Respecto a este punto es importante señalar que desde el Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades - CONADIS, publicó las “Normas Jurídicas en Discapacidad Ecuador” que consiste en un texto escrito que compiló las diferentes normas nacionales e internacionales en el  ámbito de las discapacidades, entre ellas: Constitución de la República del Ecuador, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Ley Orgánica de Discapacidades y su Reglamento, a fin de difundir el marco jurídico en discapacidades con las personas con discapacidad y sus familias y la ciudadanía en general.  
Así también, señalamos que el Código de Procedimiento Civil se encuentra derogado mediante el  Código Orgánico General De Procesos, publicado en el Registro Oficial Suplemento 506 de fecha 22 de mayo de 2015, cuya última modificación del 18 de diciembre del 2015, establece en su artículo 180, la garantía para el acceso a la tutela efectiva del Estado y acceso a la justicia.
Por otra parte, hacemos referencia al “Manual de Atención en Derechos de Personas con Discapacidad en la Función Judicial” elaborado de manera conjunta entre el CONADIS y el Consejo de la Judicatura, el cual constituye como una guía práctica y de referencia en el trabajo diario que las y los operadores de justicia realizan con (y para) las personas con discapacidad para conocer la necesidad de superar las limitaciones de este grupo de atención prioritaria, cuando requieren e intervienen ante la demanda de cumplimiento de sus derechos.

Es por ello, que el Manual se divide en: Capítulo Primero, en el cual se hace una introducción a las discapacidades y los derechos de las personas con discapacidad, a partir de la evolución de su concepto y su interpretación desde el actual enfoque de derechos. Capítulo Segundo, se refiere al marco jurídico sobre el acceso efectivo a la justicia de personas con discapacidad. Capítulo Tercero, sobre el análisis técnico-jurídico sobre la capacidad jurídica en el marco de la Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad. Capítulo Cuarto, tiene un protocolo general para las y los operadores de justicia con base en los lineamientos establecidos en la Convención mencionada y otras normas internacionales referentes al acceso a la justicia para personas con discapacidad.
Otro aspecto relevante hace referencia a que en la Función Judicial existen 244 jueces con algún tipo de discapacidad, de ellos, dos son no videntes. Esto demuestra que en los concursos públicos, impulsados por el Consejo de la Judicatura, se eliminaron las barreras que impedían la participación de estas personas.

El Ecuador en la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana realizada en Brasilia en el mes de marzo de 2008 se acogió a las 100 “Reglas de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad (en las que están consideradas las Personas con Discapacidad). Mismas que fueron difundidas, aplicadas e implementadas en los operadores de justicia, como un mecanismo para formar parte de una cultura de NO DISCRIMINACIÓN. Es así que los usuarios del sistema judicial, particularmente de las personas en condición de vulnerabilidad (en las que están consideradas las Personas con Discapacidad), encuentren todo el apoyo posible en los funcionarios y operadores del sistema judicial comprometidos en los cambios para garantizar el derecho humano a una tutela judicial efectiva, ágil y eficiente de las personas y grupos de atención prioritaria, efectivizando la cultura judicial de no discriminación e igualdad para el acceso a la justicia.
Es así que en aplicación del antecedente expuesto, en el Ecuador el desafío de una transformación en la Justicia abarca no solo a lo determinado en las 100 Reglas de Brasilia, sino que va encaminado al cumplimiento de lo establecido en el artículo 13 de la Convención sobre los Derechos de Acceso a la Justicia en Igualdad de condiciones, que en contexto nuestro Estado ha procedido a seguir e implementar en determinadas prácticas de ajustes como: el servicio de interpretación de lenguas por señas, el acceso a información jurídica y judicial en formatos accesibles, la comunicación en formatos de lectura fácil, declaraciones por videos, así como también ajustes en el procedimiento y la flexibilidad procesal necesaria ante requerimientos concretos para la participación, como pueden ser la participación de los intérpretes de lengua de señas en las diferentes etapas (audiencia, declaración de testimonio, actuaciones pre procesales y procesales, etc.) en todo el desarrollo del proceso judicial. 
Con estos contextos, en el Ecuador con la publicación del Código Orgánico General de Procesos -COGEP se implementó la oralidad para la sustanciación de los procesos judiciales, con la finalidad de contar con un proceso más oral, presencial, y exento de formalismos que retarden o coarten el derecho al acceso a la justicia, y sobre todo para que el sistema oral, dentro de su labor de administrar justicia se la ejecute dentro de los parámetros de la Deontología Jurídica. 
Finalmente, es importante señalar que el sistema acusatorio oral, mantiene ciertas características o principios comunes entre sí como son: Oralidad, contradicción, inmediación, concentración y publicidad.
· Reconocimiento del derecho a la legitimación procesal.
Respecto a este punto es relevante mencionar que en el ámbito del Derecho Procesal ecuatoriano se determina la legitimación activa, que le compete al demandante o actor; y la legitimación pasiva, referida al demandado. La cual les confiere la ley procesal para poder actuar dentro de un proceso, en reclamo de sus intereses o derechos violados o en defensa y oposición de los derechos pretendidos por el actor, respectivamente.
Legitimación Activa

La Constitución en el artículo 86 establece que “cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá proponer las acciones previstas en la Constitución”. Además, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante LOGJCC) menciona que las personas o colectivos que sientan sus derechos vulnerados o amenazados podrán interponer las garantías por sí o a través de un representante o apoderado. Ahora bien, la Ley expresa que considerará persona afectada a aquella que sea víctima directa o indirecta de la situación vulneratoria que pueda demostrar el daño.

En este sentido, la norma no restringe el acceso a las garantías jurisdiccionales por discapacidad psicosocial (mental), es por ello que las personas con discapacidad, independientemente de su tipo de discapacidad están facultadas a presentar las garantías por su propia cuenta, ya sea a través de sus sistemas de apoyo y en sus lenguajes alternativos y/o aumentativos; pero también podrían ser activadas estas garantías por medio de un/a representante.

Competencia 

La Constitución en el artículo 86 numeral 2 establece que “será competente el juez o jueza del lugar en el que se originó el acto o la omisión o donde se producen sus efectos, y que serán aplicables las siguientes normas de procedimiento: a) El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus fases e instancias; b) Serán hábiles todos los días y horas; c) Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin necesidad de citar la norma infringida. No será indispensable el patrocinio de un abogado para proponer la acción; d) Las notificaciones se efectuarán por los medios más eficaces que estén al alcance del juzgador, del legitimado activo y del órgano responsable del acto u omisión; e) No serán aplicables las normas procesales que tiendan a retardar su ágil despacho.”

Audiencia

La Constitución en el artículo 86, numeral 3 manifiesta que una vez presentada la acción, la jueza o juez convocará inmediatamente a una audiencia pública, y en cualquier momento del proceso podrá ordenar la práctica de pruebas y designar comisiones para recabarlas.

Pruebas

La LOGJCC en su artículo 16 desarrolla el contenido de la práctica de las pruebas en las garantías jurisdiccionales. Sobre el tema menciona que los accionantes deberán demostrar lo señalado en la demanda en la audiencia, excepto en los casos en que se invierte la carga de la prueba. “En la calificación de la demanda o en la audiencia, la jueza o juez podrá ordenar la práctica de pruebas y designar comisiones para recabarlas, sin que por ello se afecte el debido proceso o se dilate sin justificación la resolución del caso” (LOGJCC, 2009: Art. 16).

Cuando la jueza o juez estime, podrá ampliar de manera justificada el término de la práctica de la prueba a causa de su complejidad. La comisión para recabar pruebas podrá realizar visitas al lugar de los hechos, recoger versiones sobre los hechos y las evidencias pertinentes con el fin de presentar un informe que tendrá el valor de prueba practicada (LOGJCC, 2009: Art. 16).

Ahora bien, cuando la entidad pública no demuestra lo contrario de lo que se le acusa o cuando no remite información, se presumirán como ciertos los hechos expuestos en la demanda. Por otro lado, “en los casos en que la persona accionada sea un particular, se presumirán ciertos los hechos cuando se trate de discriminación o violaciones a los derechos del ambiente o de la naturaleza” (LOGJCC, 2009: Art. 16).
De igual forma, dentro de este contexto procedemos a citar el artículo 19 del Código Orgánico de la Función Judicial que dispone como uno de los principios de aplicación a los procesos judiciales, lo siguiente:
“Art. 19.- PRINCIPIOS DISPOSITIVO, DE INMEDIACION Y CONCENTRACION.- Todo proceso judicial se promueve por iniciativa de parte legitimada. Las juezas y jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las partes como objeto del proceso y en mérito de las pruebas pedidas, ordenadas y actuadas de conformidad con la ley.”
Finalmente, el COGEP en el artículo 120 dispone que “todo proceso podrá ser procedido de una diligencia preparatoria, a petición de parte, misma que tendrá como finalidad determinar o completar la legitimación activa o pasiva de las partes en el futuro proceso“

· Accesibilidad y acceso a la información

Respecto a la accesibilidad y acceso a la información la Constitución de la Republica el articulo 47 referente a que el “Estado garantizará políticas de prevención de las discapacidades y, de manera conjunta con la sociedad y la familia, procurará la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad y su integración social”, y en forma específica en el numeral 11 que dispone “El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación, entre ellos el lenguaje de señas para personas sordas, el oralismo y el sistema braille.”
En concordancia de esta disposición constitucional, se expide la Ley Orgánica de Discapacidades – LOD que en su artículo 58 prescribe que ““Se garantizará a las personas con discapacidad la accesibilidad y utilización de bienes y servicios de la sociedad, eliminando barreras que impidan o dificulten su normal desenvolvimiento e integración social (…)”, al igual que el artículo 63 que determina que el “Estado de promocionar “el uso de la lengua de señas ecuatoriana, el sistema Braille, las ayudas técnicas y tecnológicas, así como mecanismos, medios y formatos aumentativos y alternativos de comunicación; garantizando la inclusión y participación de las personas con discapacidad en la vida común.” Y por sobre todo en cumplimiento de la obligación del artículo 65 que establece que las instituciones públicas y privadas que prestan servicios públicos deberán “incluir en sus portales web, un enlace de acceso para las personas con discapacidad, de manera que accedan a información y atención especializada y prioritaria (…).” 
Ahora bien, el Ecuador ha adoptado 10 normas específicas de accesibilidad a las tecnologías de la información y comunicación para personas con discapacidad, entre ellas se destaca la Norma INEN ISO/IEC 40500: Directrices de Accesibilidad al Contenido Web del W3C (WCAG) 2.0, sobre acceso a la información disponible en los sitios web del país. Para su aplicación y obligatoriedad de cumplimiento se ha creado el Reglamento Técnico INEN 288. Con el fin de implementar esta política, el CONADIS procedió a la Capacitación en accesibilidad web al personal técnico de la Dirección Nacional de TICs y de la Dirección Nacional de Comunicación del Consejo de la Judicatura, quienes administran y alimentan de información la página web institucional con la finalidad de brindar herramientas y conocimiento específico necesario para el desarrollo de contenidos web accesibles y de esa forma dotar a que el Consejo de la Judicatura cuente con un nivel de accesibilidad web tipo “A” en su portal institucional. 
Por otra parte, el CONADIS publicó las “Normas Jurídicas en Discapacidad Ecuador” en formatos accesibles  (Constitución de la República del Ecuador, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Ley Orgánica de Discapacidades y su Reglamento) socializado a nivel nacional a través de la ejecución de 303 talleres desarrollados en las 24 provincias del país.
De igual forma, ponemos a su conocimiento el trabajo realizado con el  Ministerio del Interior y la colaboración y asesoría del CONADIS, del cual se ha desarrollado el video con formato accesible con interpretación de lengua de señas para la lectura de derechos que garantice el debido proceso a personas con discapacidad auditiva. 
· Ajustes de procedimiento, ajustes adecuados al género y a la edad; y,

En cuanto a los ajustes de procedimiento para efectivo acceso a la justicia de personas con discapacidad podemos destacar los siguientes:
· Constitución de la Republica

Art 168 numeral 6.- La sustanciación de los procesos en todas las materias, instancias etapas y diligencias se llevara a cabo mediante el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción u dispositivo.

· El Código Orgánico General de procesos y Código Orgánico Integral Penal  establecen procedimientos para personas con discapacidad:
Código Orgánico General de Procesos -COGEP 
Artículo 4.- Proceso oral por audiencias. La sustanciación de los procesos en todas las instancias, fases y diligencias se desarrollarán mediante el sistema oral, salvo los actos procesales que deban realizarse por escrito. Las audiencias podrán realizarse por videoconferencia u otros medios de comunicación de similar tecnología, cuando la comparecencia personal no sea posible.
Artículo 79.- Audiencia. (…)Las personas intervinientes, en caso de no poder escuchar o entender oralmente, serán asistidas por un intérprete designado por la o el juzgador, quien podrá usar todos los mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación visual, auditiva, sensorial y otras que permitan su inclusión. Lo anterior no obsta para estar acompañados por un intérprete de su confianza.
Artículo 180.- con respecto a la declaración de personas con discapacidad auditiva, señala que se hará conocer este hecho con anterioridad a la audiencia. El interrogatorio, contrainterrogatorio así como las respuestas constarán por escrito. Lo mismo sucederá con el juramento. Si no es posible proceder de esa manera, la declaración se recibirá por medio de intérprete o en su defecto por una persona con la que pueda entenderse por signos que comprendan las personas con discapacidad auditiva. Tales personas prestarán previamente el juramento de decir la verdad.

Código Orgánico Integral Penal – COIP

Artículo 504.-  respecto a los derechos de los testigos de las personas con discapacidad, estipula que las “personas con discapacidad tendrán derecho a  que su comparecencia ante la o el juzgador o fiscal, sea de forma adecuada a su situación y desarrollo evolutivo. Para el cumplimiento de este derecho se utilizarán elementos técnicos tales como circuitos cerrados de televisión, videoconferencia o similares, por una sola vez. Se incorporará como prueba la grabación de la declaración en la audiencia de juicio”
· Prestación de asistencia jurídica

En este contexto podemos resaltar que en ningún proceso judicial se puede restringir o prohibir a las personas con discapacidad la posibilidad de acudir a la justicia. En los casos constitucionales este principio es aún más importante porque se trata de derechos vulnerados que necesitan una respuesta oportuna de la justicia. Es por ello que para garantizar el derecho de acceso a la justicia de todas las personas con discapacidad, la adaptación de la audiencia, la aceptación de pruebas en diversos lenguajes, el ayudarse por intérpretes o sistemas de apoyo y la conformación de comisiones técnicas sobre discapacidades, permiten a la autoridad judicial poseer elementos de convicción que no restrinjan el acceso a la justicia de las personas con discapacidad y que a la misma vez sirvan para determinar una mejor forma de aplicación de justicia. 
De esta forma, para describir de mejor forma las diferentes acciones y medidas que se determinan al momento del desarrollo de un proceso judicial, describimos las siguientes:
Audiencia

· Cuando una persona con discapacidad acude a una Audiencia judicial, las y los operadores de justicia deben generar los espacios de accesibilidad física como comunicacional.

· Para garantizar la comunicación con la persona con discapacidad que es parte de un proceso judicial, la autoridad judicial debe disponer de la participación de un intérprete, un/a terapista de lenguaje así como los insumos tecnológicos necesarios para su comunicación, y de ser necesario proceder a disponer  del sistema de apoyo.
· No se revictimizara a la persona con discapacidad que ha sido víctima de vulneración de derechos, para lo cual se derribara todas las barreras existentes para permitir que se garantice el acceso a la tutela efectiva de sus derechos.


Practica de pruebas

· El principio de no revictimización es aplicado a todo el proceso de práctica de pruebas dentro de todo proceso judicial que se desarrolle, cuando existen personas con discapacidad en calidad de víctimas.

· De igual manera, cuando una persona con discapacidad visual aporte con prueba documental a un proceso judicial, la misma podrá ser considerada en sistema Braille sin afectar a su carácter de legalidad ni de improcedencia para ser admitida al proceso.

·  A petición de la autoridad judicial (juez o jueces), se puede disponer que un servidor del CONADIS pueda integrar comisiones que tengan por finalidad emitir un criterio técnico sobre discapacidades que el juez puede considerarla para su valoración  en audiencia
· Además, se podrá solicitar los sistemas de apoyo de las personas con discapacidad para facilitar la comunicación en la práctica de pruebas en un proceso judicial.
En cuanto a la Tutela Efectiva de derechos, la Defensoría del Pueblo (DPE) es la institución nacional de derechos humanos cuando determina la existencia o amenaza de vulneración de derechos constitucionales de las personas con discapacidad. En este sentido, la DPE durante el periodo de 2014 a mayo de 2019, ha emitido 153 medidas de protección dentro de las cuales se ha dispuesto la aplicación de medidas de protección a favor de personas con discapacidad, dirigidas a garantizar el derecho a la atención prioritaria, a la salud y a la protección social que les garantice vida digna.
Asimismo, la DPE ha expedido la Resolución 046-DPE-CGAJ-20172 que contiene las “Reglas para el Trámite de Admisión, Conocimiento y Resolución de Peticiones de Medidas de Protección o de Cumplimiento Obligatorio”, lo cual significa que estas medidas buscan la protección inmediata de los derechos de las personas, evitando procesos judiciales que por el trámite correspondiente no podrían emitir un pronunciamiento ágil.
Por otra parte, como un derecho de protección podemos señalar lo dispuesto en el artículo 75 el cual hace referencia a que “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión.” Además, de estar en concordancia con el artículo 76 que establece las garantías básicas para asegurar el debido proceso. Es así, que la Defensoría Publica como órgano autónomo de la Función Judicial nace a la vida jurídica a partir del 20 de octubre de 2010, priorizando la defensa pública en materia penal, niñez y adolescencia, laboral y otras materias. Y como acción prioritaria para garantizar la asesoría jurídica gratuita, esta institución desde abril de 2015 implementa y desarrolla el proyecto “Unidades Móviles” (Defensorías Móviles), que son dos grandes buses equipados como oficinas,  que tienen como finalidad el acercar los servicios de la Institución a barrios urbanos marginales y parroquias rurales del país para brindar asesorías y patrocinios legales gratuitos a las personas que no pueden acercarse a las dependencias de la Defensoría Pública por encontrarse en sectores lejanos del país,  particularmente con prioridad para la atención de grupos prioritarios (personas con discapacidad) y de escasos recursos. Información al respecto: http://www.defensoria.gob.ec/?page_id=286
La Defensoría Pública ha dado asesorías en diferentes campos del Derecho, en 12 provincias del Ecuador, atendiendo 125 personas con discapacidad procesos de Patrocinio (diferentes campos del Derecho), con un total de 565 causas donde una de las partes procesales ha sido una persona con discapacidad.
3. Remita Información sobre buenas prácticas existentes en la jurisprudencia de su país en relación con el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad.

Como aspecto relevante, damos a conocer que en todos los Procesos Judiciales ecuatorianos se contempla y aplica las “Reglas de Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad (en las que están consideradas las Personas con Discapacidad) que han sido aprobadas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, que ha tenido lugar en Brasilia en el mes de marzo de 2008.”
En este contexto podemos citar el Ratio Decidendi – Razón de la Decisión de un fallo judicial referente a un proceso Penal donde se destaca lo siguiente: “su condición era de doble vulnerabilidad; como lo dispone las reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de la personas en condición de vulnerabilidad”

Asimismo, para las diferentes actuaciones procesales en varias materias del Derecho se dispone que “la declaración se recibirá por medio de intérprete o en su defecto por una persona con la que pueda entenderse por signos que comprendan las personas con discapacidad auditiva”

Por otra parte, para garantizar el acceso gratuito a la justicia la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 191 dispone que la “Defensoría Pública es un órgano autónomo de la Función Judicial cuyo fin es garantizar el pleno e igual acceso a la justicia de las personas que, por su estado de indefensión (en las que están consideradas las Personas con Discapacidad) o condición económica, social o cultural, no puedan contratar los servicios de defensa legal para la protección de sus derechos”
De esta manera, ponemos a su conocimiento la siguiente jurisprudencia que resalta un precedente relevante para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad en el Ecuador.
Corte Constitucional del Ecuador
Link de acceso: http://casos.corteconstitucional.gob.ec:8080/busqueda/index.php


Sentencia N.° 004-18-SEP-CC


Caso N.° 0664-14-EP

Antecedentes
Acción de extraordinaria de protección en contra de la sentencia de 14 de marzo de 2014 a las 15:06, dictada por los jueces integrantes de la Sala Única de la Corte Superior de Justicia de Pastaza, la cual resolvió admitir el recurso de apelación interpuesto y revocar la sentencia dictada por el juez de primera instancia, dentro de la acción de protección N.° 0041-2014 en primera instancia y N.° 0061-2014 en segunda instancia. El caso ingresó a la Corte Constitucional y le fue asignado el N.° 0664-14-EP, fundamentación la realiza en base a la vulneración del derecho al debido proceso en la garantía de motivación, consagrado en el artículo 76, numeral 7 literal 1) de la Constitución de la República. A consecuencia de dicha vulneración, consideran también vulnerado el derecho al debido proceso, en la obligación que tiene toda autoridad administrativa o judicial de garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes, consagrado en el artículo 76 numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador.

De la solicitud y sus argumentos.- Los accionantes Yajaira Anabel Curipallo Álava en calidad de director general tutelar, directora nacional Derechos del Buen Vivir y delegada provincial de Pastaza de la Defensoría de Pueblo, respectivamente, y Zurkaya Elizabeth Robalino Flores, por sus propios derechos, señalaron que la sentencia de 14 de marzo de 2014 a las 15:06, dictada por los jueces de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, vulneró los derechos constitucionales de la señora Zurkaya Elizabeth Robalino Flores.

Conforme lo manifestado por los accionantes, en todo proceso se debe asegurar el derecho al debido proceso que incluye, como una de sus garantías básicas, el deber de toda autoridad administrativa o judicial de garantizar el cumplimiento de las normas y de los derechos de las partes. En tal sentido, conforme indican los accionantes, los jueces en la referida sentencia no habrían garantizado el cumplimiento del derecho de la señora Zurkaya Elizabeth Robalino Flores a la igualdad formal, material y no discriminación, contemplado en los artículos 11, numerales 2 y 3; 66, numeral 4 de la Constitución. Así como, afirman que la Sala habría irrespetado su derecho a recibir atención prioritaria por su condición de persona con una discapacidad en un 50%.
En otro orden de ideas, los legitimados activos manifestaron que la señora Zurkaya Elizabeth Robalino Flores tenía un grado de discapacidad del 50%; y, a pesar de ello, habría sido discriminada en su trabajo, por medio de tratos descorrees, altaneros y abusivos por parte de sus superiores.
Pretensión concreta.- Los accionantes solicitan a la Corte Constitucional:
1.- Que se acepte, la presente acción extraordinaria de protección entablada en contra de la sentencia emitida el 14de marzo del 2014, a las 15h06, por parte de los doctores Bolívar Torres Ortiz, Fausto Lana Castro y la Dra. Tania Masson Fiallos, Jueces Provinciales de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza.

2.- Como reparación integral al perjuicio que la emisión del fallo en mención ha causado a la señora Zurkaya Elizabeth Robalino Flores, solicitamos que: 

a).- Se revoque el fallo expedido por la Corte Provincial de Justicia de Pastaza.- Sala Única de la Corte Provincial, declarando con lugar a acción de protección Constitucional y se declare la vulneración del derecho a la igualdad y no discriminación y la falta de motivación de la sentencia emitida por los jueces de la referida Corte.

Consideración del Pleno de la Corte Constitucional.- Como se indicó anteriormente, la accionante es una persona con discapacidad, por lo que tiene un régimen de protección especial al pertenecer al grupo de personas con derecho a recibir atención prioritaria conforme el artículo 35 de la Constitución de la República.

Sentencia

“(…) Declarar la vulneración de los derechos reconocidos en los artículos 33, 35, 66 numeral 4, 76 numeral 7 literal 1) y 82 de la Constitución de la República.
3. Como medidas de reparación integral del derecho al debido proceso en la garantía de la motivación por parte de las autoridades jurisdiccionales, se dispone:

3.1. Para restituir el derecho vulnerado, dejar sin efecto la sentencia dictada el 14 de marzo de 2014 a las 15:06, por los jueces integrantes de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza dentro del expediente de apelación N.° 0061-2014; así como, la sentencia del 4 de febrero de 2014 a las 12:23, dictada por el juez segundo de la familia, mujer, niñez y adolescencia de Pastaza dentro del expediente de acción de protección N.° 0041-2014; y todos los actos posteriores a su emisión.

3.2. Como garantía de no repetición de las vulneraciones a los derechos por las judicaturas de primera y segunda instancia, dispone al Consejo de la Judicatura, a través de su representante legal, que efectúe una amplia difusión del contenido de la presente sentencia entre las juezas y jueces que tienen competencia para conocer garantías jurisdiccionales de los derechos constitucionales. La difusión debe darse por medio de atento oficio a las judicaturas, con el contenido de la presente sentencia; así como, la publicación de la sentencia en su portal web institucional, en el banner principal del portal web de la institución, misma que deberá permanecer por el plazo de noventa días consecutivos (…)
4. Como medidas de reparación integral de las vulneraciones encontradas en el acto de autoridad pública no judicial, objeto de la acción de protección que desembocó en las sentencias dejadas sin efecto, se dispone:
4.4. Como medida de garantía de no repetición de las violaciones a los derechos por parte de la autoridad administrativa, ordenar que la Agencia Nacional de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial a través de su unidad administrativa de talento humano, con la asistencia técnica de la Defensoría del Pueblo y del Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades, diseñe e implemente una jornada de capacitación a escala nacional a sus servidoras y servidores en materia de derechos y garantías constitucionales, con especial énfasis en los derechos de las personas con discapacidad. La jornada de capacitación tendrá una duración mínima de ocho horas.
4.5. Como garantía de no repetición, disponer al Ministerio del Trabajo, como organismo rector en materia de políticas relacionadas con el servicio público que, a través de su representante legal, efectúe una amplia difusión del contenido de la presente sentencia entre las instituciones que conforman el sector público. La difusión debe darse por medio de atento oficio a los representantes legales de dichas instituciones, con copia a los directores de las unidades administrativas de talento humano, con el contenido de la presente sentencia (…)”
Corte Constitucional del Ecuador


Sentencia N.° 172-18-SEP-CC


Caso N.° 2149-13-EP

Antecedentes
Acción de extraordinaria de protección en contra de la sentencia de 24 de octubre de 2013 dictada por los jueces integrantes de la Sala Única de la Corte Superior de Santa Elena en el recurso de apelación en la cual resolvieron denegar el recurso interpuesto y confirmar la sentencia dictada por el juez de primera instancia, dentro de la acción de protección N.0 277-2012 en primera instancia y N.0 253-2012 en segunda instancia. El caso ingresó a la Corte Constitucional y le fue asignado el N.O 2149-13-EP, fundamentación la realiza en base a la vulneración del derecho al debido proceso, consagrado en el artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador. Adicionalmente, por su relación de interdependencia, identifica como vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el artículo 75 de la Constitución de la República del Ecuador, así como las disposiciones constitucionales contenidas en los artículos 169 y 172 ibídem.
De la solicitud y sus argumentos.- La accionante la Sra. Mónica Maritza Estrella Páez por sus propios y personales derechos y los que representa de su hijo Mauricio Xavier Carrera Estrella, quien es una persona con discapacidad intelectual del 84%, señaló que la sentencia de 24 de octubre de 2013, las 16h50, dictada por los jueces integrantes de la Sala Única de la Corte Superior de Justicia de Santa Elena, al denegar el recurso de apelación interpuesto, así como, que los juzgadores omitieron en su resolución considerar como vulneración de su derecho al trabajo, en relación al derecho que tiene una persona del núcleo familiar que tenga a su cargo una persona con discapacidad o enfermedad catastrófica para formar parte del porcentaje de cumplimiento del 4% de funcionarios con discapacidad contemplado en la Ley. Para ello, enuncia las normas contenidas en el artículo 64 de la Ley Orgánica de Servicio Público (en adelante LOSEP) y el artículo 193 de su reglamento.

Pretensión concreta.- El accionante solicita a la Corte Constitucional admitir la acción extraordinaria de protección interpuesta, a fin de resolver la evidente vulneración grave de derechos constitucionales, a fin que se reforme la resolución emitida por la Corte Provincial de Justicia de Santa Elena; y, admitan el recurso de apelación interpuesto, revocándose la sentencia dictada por el juez de primera instancia; y, reintegrándola a su puesto de trabajo.
Sentencia

“(…) Declarar la vulneración de los derechos reconocidos en los artículos 33, 35 y 76 numeral 7 literal I) de la Constitución de la República.
3.1. Para restituir el derecho vulnerado, dejar sin efecto la sentencia dictada el 24 de octubre de 2013, las 16h50, por los jueces integrantes de la Sala Única de la Corte Superior de Justicia de Santa Elena dentro del expediente de apelación N.0 253-2012; así como, la sentencia de 25 de septiembre de 2012, las 08h08, dictada por el juez segundo de lo Civil y Mercantil de Santa Elena dentro del expediente de acción de protección N. o 277-2012; y todos los actos posteriores a su emisión.

3.2. Como garantía de no repetición de las vulneraciones a los derechos por las judicaturas de primera y segunda instancia, dispone al Consejo de la Judicatura, a través de su representante legal, que efectúe una amplia difusión del contenido de la presente sentencia entre las juezas y jueces que tienen competencia para conocer garantías jurisdiccionales de los derechos constitucionales. La difusión debe darse por medio de atento oficio a las judicaturas, con el contenido de la presente sentencia; así como, la publicación de la sentencia en su portal web institucional, en un banner web ubicado en un lugar fácilmente visible, mismo que deberá permanecer por el plazo de noventa días consecutivos.
Para justificar el cumplimiento integral de la medida, el responsable del Departamento de Tecnología del Consejo de la Judicatura deberá remitir dentro del término de diez días de haber finalizado el plazo establecido a esta Corte Constitucional, un informe en el que se detalle el registro de actividades (historial de log) respecto de la publicación del banner, del que se advierta que efectivamente la entidad obligada publicó en su página la presente sentencia. 4.3. Como medida de satisfacción de los derechos vulnerados por la autoridad administrativa, disponer que la Gobernación de la provincia de Santa Elena, representada por el gobernador, ofrezca disculpas públicas tanto a la señora Mónica Maritza Estrella Páez como a su hijo, Mauricio Xavier Carrera Estrella. Las disculpas públicas deberán ser publicadas por una ocasión en un diario de circulación provincial; en un cartel tamaño A3, colocado en un lugar visible a la entrada del edificio principal de la Gobernación; así como, en un banner web ubicado en un lugar fácilmente visible del portal institucional del Ministerio del Interior, en la página correspondiente a la Gobernación de Santa Elena, mismo que deberá permanecer por el plazo de noventa días consecutivos. 
Las disculpas públicas deberán contener el siguiente texto:

Por disposición de la Corte Constitucional del Ecuador, establecida en la sentencia N." 172-18-SEP-CC, dictada el 16 de mayo del 2018, dentro del caso N." 2149-13-EP, reconoce la vulneración a los derechos constitucionales de Mónica Maritza Estrella Páez como a su hijo; en especial, el derecho al trabajo y al derecho de atención prioritaria de Mauricio Xavier Carrera Estrella en su condición de persona con discapacidad, al haber dado por terminado un nombramiento definitivo por medio de la figura de compra de renuncia con indemnización, sin considerar su condición específica. Por lo tanto, ofrece sus disculpas públicas por el daño causado por dicha vulneración. Asimismo, la Gobernación de la Provincia de Santa Elena reafirma su compromiso de respetar la Constitución de la República en todas las actividades que desarrolla (...)
4.4. Como medida de garantía de no repetición de las violaciones a los derechos por parte de la autoridad administrativa, ordenar que la Gobernación de la Provincia de Santa Elena, a través de su unidad administrativa de talento humano, con la asistencia técnica de la Defensoría del Pueblo y del Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades, diseñe e implemente una jornada de capacitación a escala nacional a sus servidoras y servidores en materia de derechos y garantías constitucionales, con especial énfasis en los derechos de las personas con discapacidad, el cual incorporará estándares internacionales y nacionales de protección. La jornada de capacitación tendrá  una duración mínima de ocho horas. Los representantes de la Gobernación de la provincia de Santa Elena, de la Defensoría del Pueblo y del Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades, o sus respectivos delegados, deberán informar a esta Corte de manera documentada, dentro del término máximo de veinte días, el inicio de la ejecución de la medida, e informarán mensualmente sobre el avance de su ejecución, hasta su finalización. 4.5. Como garantía de no repetición, disponer al Ministerio del Trabajo, como organismo rector en materia de políticas relacionadas con el servicio público que, a través de su representante legal, efectúe una amplia difusión del contenido de la presente sentencia entre las instituciones que conforman el sector público. La difusión debe darse por medio de atento oficio a los representantes legales de dichas instituciones, con copia a los directores de las unidades administrativas de talento humano, con el contenido de la presente sentencia.

5. La emisión de esta sentencia, y su publicación en el Registro Oficial en sí mismas constituyen medidas de satisfacción de todos los derechos declarados como vulnerados en la presente sentencia.”
4. Remita Información sobre buenas prácticas existentes en su país para promover el acceso efectivo a recursos y reparaciones en casos donde los derechos de las personas con discapacidad han sido vulnerados

Para este punto, nos complace informar lo siguiente:

Corte Nacional de Justicia
Link de acceso: https://appsj.funcionjudicial.gob.ec/jurisprudencia/buscador.jsf
Resolución No. 0322-2017

Juicio No. 0818-2016
Antecedentes

Juicio por PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN DE ACUERDO AL ART. 51 LOD (LEY ORGÁNICA DE DISCAPACIDADES) interpuesto por Raphael Bernardo Ortiz Pesantes en contra del demandado Corporación El Rosado S.A., en razón del despido intempestivo a una persona con Discapacidad.
Ratio Decidendi (Razón de la decisión).- En el caso de estudio al momento de terminación de la relación laboral correspondía aplicar directamente la norma del art. 51 LOD, pues como llevamos dicho a esa fecha no existía reglamento alguno Que determine el procedimiento a seguir para formar parte del Porcentaje de cumplimiento de inclusión laboral, siendo así, únicamente se debía cumplir con los presupuestos previstos en esta Norma para acceder o ser beneficiario a la indemnización del art. 51 LOD, que establece: “estabilidad laboral. Las personas con Discapacidad, deficiencia o condición discapacitante gozarán de Estabilidad Especial en el trabajo. En el caso de despido intempestivo injustificado de una persona con discapacidad o de quien tuviere a su cargo la manutención de la persona con discapacidad deberá ser Indemnizada con un valor equivalente a dieciocho (18) meses de la mejor remuneración, adicionalmente de la indemnización legal correspondiente. Las personas que adquieran una discapacidad en su vida laboral, por caso fortuito o por enfermedad sobreviniente, Tienen derecho a su rehabilitación, readaptación, capacitación, reubicación o reinserción, de conformidad con la ley. 
Además, para la Supresión de puestos no se considerarán los que ocupen las Personas con discapacidad o quienes tengan a su cuidado y Responsabilidad un hijo, cónyuge, pareja en Unión de hecho o progenitor con discapacidad, debidamente certificado por la autoridad sanitaria nacional.” En el caso presente para que la situación del actor se subsuma en este enunciado normativo, es Necesario el cumplimiento de dos requisitos así: a) estar encargado

De la manutención de una persona en situación de discapacidad; y, b) Que haya existido despido intempestivo. Hechos de conformidad con lo Analizado por este tribunal han sido demostrados a cabalidad, razón por la cual procede el pago de los 18 meses de la mejor remuneración del actor, por concepto de esta indemnización.
Extracto del Fallo.- “(…) Sentado esto, queda claro que al momento de la terminación de la relación Laboral, lo que correspondía aplicar directamente es la norma del art. 51 LOD, pues como Llevamos dicho a esa fecha no existía reglamento alguno que determine el Procedimiento a seguir para formar parte del porcentaje de cumplimiento de inclusión Laboral; siendo así, únicamente se debía cumplir con los presupuestos previstos en esta Norma para acceder o ser beneficiario a esta indemnizaci6n; al respecto la mentada norma establece art. 51 LOD.- estabilidad laboral.- las personas con discapacidad, deficiencia o Condición discapacitante gozaran de estabilidad especial en el trabajo. En el caso de despido Injustificado de una persona con discapacidad o de quien tuviere a su cargo la manutención De la persona con discapacidad, deberá ser indemnizada con un valor equivalente a dieciocho (18) meses de la mejor remuneración, adicionalmente de la indemnización legal correspondiente. Las personas que adquieran una discapacidad en su vida laboral, por caso fortuito o por enfermedad sobreviniente, tienen derecho a su rehabilitación readaptación, capacitación, readaptación, capacitación, reubicación o reinserción de conformidad con la ley. Además para la supresión de puestos no se consideraran los que ocupen las personas con discapacidad o quienes tengan a su cuidado y responsabilidad un hijo, cónyuge, pareja en unión de hecho o progenitor con discapacidad, debidamente certificado por la autoridad sanitaria nacional. Es decir, para que la situación del actor se subsuma en este enunciado normativo. Es necesario el cumplimiento de dos 2 requisitos: a) estar encargado de la manutención de una persona en situación de discapacidad; y, b) que haya existido despido intempestivo. Hechos de conformidad con lo analizado por este tribunal han sido demostrados a cabalidad, razón por la cual procede el pago de los 18 meses de la mejor remuneración del actor, por concepto de esta indemnización. Revisados los aportes al IESS Que obran de fs. 41 y 42 del cuaderno de primer nivel se observa, que su mejor Remuneración fue la de usd 1800,00 multiplicado por 18 da un total de usd 32.400. Este valor sumado al obtenido por concepto de la diferencia existente en el pago de las indemnizaciones por despido intempestivo da un total de usd $ 33.975 a favor del trabajador.”
Resolución No. 0051-2017

Juicio No. 0050-2016
Antecedentes

Juicio por PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN DE ACUERDO AL ART. 51 LOD (LEY ORGÁNICA DE DISCAPACIDADES) interpuesto por Geovanni Francisco Zambrano Valencia en contra del demandado Compañía PROMARISCO S.A., en razón del despido intempestivo a una persona con Discapacidad.

Ratio Decidendi (Razón de la decisión).- En el caso de estudio, en cuanto a la indemnización especial por Despido intempestivo o injustificado prevista en el art. 51 de la ley de Discapacidades, tenemos que la norma contempla dos tipos de beneficiarios: a)el primero la propia persona discapacitada, que deberá justificar esa condición con la autorización de la autoridad nacional competente; y el porcentaje de discapacidad previsto en el art. 1 del reglamento a la ley orgánica de discapacidades; b)el segundo es la persona a cuyo cargo está la manutención de la persona con discapacidad, en el que, el accionante deberá demostrar la condición de discapacidad, y la dependencia de aquel para su sustento. En el presente caso, independientemente de si el actor se calificó y registró como trabajador sustituto, que es lo que alega el recurrente, tenemos que la estabilidad contemplada en el art. 51 de la Ley Orgánica de Discapacidades protege tanto a la persona discapacitada como a la persona de quien dependa el discapacitado para su manutención, este último cuestionado por el casacionista, por lo que le corresponde la indemnización de 18 meses contemplada

En esa norma.
Extracto del Fallo.- “(…) Si la persona con discapacidad o quien tiene a su cargo a un discapacitado es Despedido injustificadamente; por tanto, para este caso de estabilidad e indemnización especial, la condición es que la persona este calificada y registrada como discapacitada o que mantenga a una persona discapacitada, de acuerdo con los artículos 9 y 12 de la Ley Orgánica de Discapacidades. Esta norma es distinta a la disposición del artículo 48 ibídem, que en cambio se refiere al "trabajador sustituto", que reemplaza al discapacitado en el Derecho de acceso a una fuente de trabajo. Es decir, que cada una de esas normas regula cuestiones diferentes. 7.- en cuanto a la indemnización especial por despido intempestivo o injustificado prevista en el artículo 51 de la ley de discapacidades, tenemos que la norma contempla dos tipos de beneficiarios: a) el primero es la propia persona discapacitada, que debería justificar esa condición con la acreditación de la autoridad nacional competente; y en el porcentaje de discapacidad previsto en el art. 1 del reglamento a la Ley Orgánica de Discapacidades; b) el segundo, es la persona a cuyo cargo está la manutención de la persona con discapacidad, en el que, el accionante, deben demostrar la condición de discapacidad, y la dependencia de aquel para su sustento.- en el presente caso, independientemente de si el actor se calificó y registró como trabajador sustituto, que es lo que alega el recurrente, tenemos que la estabilidad contemplada en el artículo 51 de la Ley Orgánica de Discapacidades, protege tanto a !a persona discapacitada como a la persona de quien dependa el discapacitado para su manutención, este último hecho no cuestionado por el casacionista; por tanto, al actor le corresponde la indemnización de 18 meses de remuneración prevista en esa norma. Ai margen de lo expresado, si una persona presenta la documentación necesaria y solicita ser registrada como trabajador sustituto, el empleador tiene la obligación de dar trámite a esa petición y solicitar el correspondiente registro al ministerio de relaciones laborales.- por lo manifestado, se desechan los cargos propuestos por la causal primera del artículo 3 de la ley de casación.”
Resolución No. 113-2017

Juicio No. 1091-2015
Antecedentes

Juicio por ART. 51 LOD (LEY ORGÁNICA DE DISCAPACIDADES) interpuesto por Luis Omar Dávila Benalcazar en contra del demandado Compañía GRUPO EL COMERCIO C.A., en razón del despido intempestivo a una persona con Discapacidad.

Ratio Decidendi (Razón de la decisión).- En el caso de estudio la norma laboral la señala el recurrente, pues En la sentencia objeto de impugnación, el tribunal ad quem considera La última remuneración en la cantidad de usd 539,00 la cual Corresponde a los veinte y dos días laborados dentro del último período mensual de trabajo; incurriendo en error por parte del tribunal de la corte provincial de justicia de pichincha, pues interpreta erróneamente el artículo 51 de la Ley Orgánica de Discapacidades, al reconocer como "remuneración más alta" a la "última remuneración percibida" por el trabajador y tomar en cuenta Una remuneración incompleta.-este tribunal de casación, manifiesta Que, una vez comprobado que la relación laboral terminó por despido intempestivo el 22 de julio de 2013; le corresponde al actor la indemnización contemplada en el artículo 51 de la Ley Orgánica de Discapacidades, calculada en base a su "remuneración más alta”.
Extracto del Fallo.- “(…) La relación laboral, como se desprende en el considerando tercero de la sentencia de apelación, duro catorce años, desde el 1 de junio de 1999 hasta el 22 de julio de 2013. La terminación de la misma fue por despedido intempestivo, lo cual no se encuentra en discusión, pero si, la pretensión del accionante sobre la indemnización que se aplicó erróneamente, por derecho a la estabilidad especial que gozan las personas con discapacidad y/o las personas que a su cargo tengan personas dentro de este grupo vulnerable, que estén debidamente acreditadas. Esta indemnización se encuentra en el artículo 51 de la ley orgánica de discapacidades otorgando el beneficio de dieciocho meses de la remuneración más alta de la relación laboral, hacia las personas que ampara esta ley, siendo considerado como un rubro adicional a los otorgados bajo el código de trabajo. "art. 51: estabilidad laboral.- las personas con discapacidad, deficiencia o condición discapacitante gozarán de estabilidad especial en el trabajo. En el caso de despido injustificado de una persona con discapacidad o de quien tuviere a su cargo la manutención de la persona con discapacidad, deberá ser indemnizada con un valor equivalente a dieciocho (18) meses de la mejor remuneración, adicionalmente de la indemnización legal correspondiente. Esta norma laboral la señala el recurrente, pues en la sentencia objeto de impugnación, el tribunal ad quem considera la última remuneración en la cantidad de usd 539,00 la cual corresponde a los veinte y dos días laborados dentro del último período mensual de trabajo; incurriendo en error por parte del tribunal de la corte provincial de justicia de pichincha, pues interpreta erróneamente el artículo 51 de la ley orgánica de  discapacidades, al reconocer como "remuneración más alta" a la "última remuneración percibida" por el trabajador y tomar en cuenta una remuneración incompleta. 4.2.4.-este Tribunal de Casación, manifiesta que, una vez comprobado que la relación laboral terminó por despido intempestivo el 22 de julio de 2013; le corresponde al actor la indemnización contemplada en el artículo 51 de la ley orgánica de discapacidades, calculada en base a su "remuneración más alta", esto es, la cantidad de $. 872,05 ochocientos setenta y dos dólares con cinco centavos (fs. 65 del cuaderno de primera instancia) por dieciocho meses, que dan un total de $. 15.696,90 quince mil seiscientos noventa y seis dólares con noventa centavos.”
Corte Constitucional del Ecuador

Link de acceso: http://casos.corteconstitucional.gob.ec:8080/busqueda/index.php


Sentencia N.° 210-18-SEP-CC

Caso N.° 17147-16-EP
Antecedentes
Acción de protección en contra del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), fundamentación la realiza en base a la vulneración de los derechos consagradas en los artículos 75, 76 numerales 1 y 7, literal I), y 82 de la Constitución de la Republica.
De la solicitud y sus argumentos.- El accionante SR. Jaime Patricio Tapia (persona con discapacidad) interpone acción de protección en contra del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) mediante la cual se impugna la acción de personal que determino en su terminación laboral con dicha institución. La fundamentación la realiza en base a la vulneración de los derechos consagradas en los artículos 75, 76 numerales 1 y 7, literal I), y 82 de la Constitución de la Republica.

Pretensión concreta.- El accionante solicita que la Corte Constitucional, mediante sentencia, declare que la sentencia de fecha 3 de junio de 20 1 6 y auto del 4 de julio de 2016, dictados por la Sala de la Familia, Mujer, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Manabí, ha incurrido en violación de derechos constitucionales invocados, se le reconozca su reintegro y se especifique su condición de empelado del IESS, y como medida de reparación, solicita que se disponga al IESS el pago de sus remuneraciones dejadas de percibir desde su cesación de funciones hasta la efectiva restitución a su puesto de trabajo, así como el pago de las aportaciones que por concepto de seguridad social le corresponden, con el consecuente pago de intereses, multas y recargos de ley, y solicita además, se determine la reparación económica que corresponda, "acorde al caso No. 0002- 1 1 -IS, sentencia N .0 006-SIS-CC, R.O. S 787 del 2 de junio de 2016.”
Sentencia
“(…) Declarar que el auto del 4 de julio de 20 16, expedido por la Sala de la Familia, Mujer, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Manabí, ha incurrido en vulneración de los derechos consagrados en los artículos 76, numerales 1 y 7 literal I) y 82, de la Constitución de la Republica; en consecuencia, aceptar la acción extraordinaria de protección propuesta por el ingeniero comercial Jaime Patricio Tapia Mendoza.

Disponer, como medidas de reparación integral, lo siguiente:

3.1. Dejar sin efecto el auto de fecha 4 de julio de 201 6, expedido por los jueces de la Sala de la Familia, Mujer, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores de la Corte Provincial de Justicia de Manabí, dentro de la acción de protección N.0 13204-2016-00491, sustanciada en dicho órgano judicial.

3 .2. Disponer que, previo sorteo correspondiente, sea otra Sala de la Corte Provincial de Justicia de Manabí la que expida un nuevo auto resolviendo la petición de ampliación hecha por el accionante Jaime Patricio Tapia Mendoza, conforme a los méritos procesales y a los lineamientos expuestos en la presente sentencia constitucional.”
Sentencia N.° 017-17-SIN-CC


Caso N.° 0071-15-IN

Antecedentes

Acción pública de inconstitucionalidad planteada por la asambleísta María Cristina Kronfle Gómez, en calidad de presidenta del Grupo Parlamentario por los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Asamblea Nacional
De la solicitud y sus argumentos.- El accionante señala que las normas contenidas en los artículos 1 y 6 del Reglamento a la Ley Orgánica de Discapacidades son inconstitucionales, por cuanto incrementan los porcentajes de discapacidad "... denigrando y excluyendo a miles de ecuatorianos de los beneficios de ley que anteriormente gozaban...", por lo tanto, a inconstitucionalidad de las prescripciones normativas antes transcritas, hacen referencia a que el aumento del porcentaje para calificar el grado de discapacidad personas transgrede y violenta el principio de progresividad de los derechos, contenido en el artículo 11 numeral 8 de la Constitución del Ecuador.
Pretensión concreta.- El accionante solicita que declare la inconstitucionalidad de los artículos 1, 6 y 8 del Reglamento a la Ley Orgánica de Discapacidades Estas disposiciones afectan el principio constitucional de no regresividad, principio de progresividad, contenido en el Art. 11.8 de la Constitución de la República del Ecuador (…) 
Sentencia
“1.Aceptar la acción pública de inconstitucionalidad planteada por razones de fondo de los artículos 1 -parte final- y 6 segundo y tercer inciso del Reglamento ala Ley Orgánica de Discapacidades, contenido en el Decreto Ejecutivo N.° 171, publicado en el suplemento del Registro Oficial N.° 145 del 17 de diciembre de 2013. 
2. (…)En la parte final del texto del artículo 1 del Reglamento a la Ley Orgánica de Discapacidades, la inconstitucionalidad de la frase "cuarenta por ciento", sustituyéndola por la frase "treinta por ciento" (…)”

Sentencia N.° 015-15-SIN-CC


Caso N.° 0003-14-IN

Antecedentes

Acción pública de inconstitucionalidad planteada por el señor Luis Francisco Trujillo Paredes, quien comparece por sus propios derechos, respecto del artículo 94 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, específicamente lo que corresponde a la última parte que hace referencia a los adultos mayores y personas con discapacidad:
De la solicitud y sus argumentos.- El accionante manifiesta que los artículos 151 y 152 del Reglamento General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, son inconstitucionales, por cuanto contrarían el artículo 11 de la Constitución de la República, en cuanto a que limitan el ejercicio de los derechos y vulneran el principio de igualdad, tomando en cuenta además que el Estado. Además, que son inconstitucionales por la forma y por el fondo porque están restringiendo y discriminando a las personas con discapacidad y de la tercera edad, ya que se establece una diferencia injustificada, tomando en cuenta además que no en todas las dependencias de emisión de licencias en el país existen psicólogos que determinen la idoneidad para acceder a la renovación de dicho documento.
Pretensión concreta.- El accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad por la forma y por el fondo de la frase "En el caso de adultos mayores de 65 años de edad y personas con discapacidades, se estará a lo previsto en el Reglamento a esta Ley", contenida en el artículo 94 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial; y los artículos 151 y 152 del Reglamento General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial.

Sentencia

“(…) En atención al principio de conservación del derecho se declaran las siguientes inconstitucionalidades sustitutivas:
a) En el artículo 151 del Reglamento General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, se sustituye la siguiente frase: "... a más de las pruebas médicas, psicosensométricas y teórico-prácticas, a una exhaustiva evaluación médica y psicológica en las cuáles se determinará su idoneidad para conducir". Por la siguiente: "... deberá aprobar los exámenes médicos, psicosensométricos, teóricos y prácticos, que establece el numeral 2 del artículo 130 de este Reglamento".
En consecuencia, el texto definitivo del artículo 151 del Reglamento

General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, será el siguiente:

Art. 151.- En el caso de que un ciudadano adulto mayor de 65 años o más, tenga la necesidad de obtener o renovar una licencia de conducir tanto profesional como no profesional, deberá aprobar los exámenes médicos, psicosensométricos, teóricos y prácticos que establece el numeral 2 del artículo 130 de este Reglamento.

b) En el artículo 152 del Reglamento General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, se sustituye la siguiente frase: "... en concordancia a lo dispuesto en el inciso anterior, deberá someterse a una evaluación médica y psicológica por parte del Consejo Nacional de Discapacidades (CONADIS), en la que se determinará el porcentaje de discapacidad y su idoneidad o no para la obtención de la licencia tipo F". Por la siguiente: " ... una vez que las autoridades sanitarias nacionales competentes califiquen la discapacidad, las autoridades competentes de tránsito, transporte terrestre y seguridad vial tomarán el respectivo examen especializado de conducción, contrastando la calificación con la discapacidad de la persona y el vehículo adaptado a su condición, a fin de constatar su capacidad para conducir".

En consecuencia, el texto definitivo del artículo 152 del Reglamento General para la aplicación de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre será el siguiente: 

Art. 152.- En caso de que un ciudadano posea algún tipo de discapacidad que requiera de la obtención de una licencia de conducir tipo F, una vez que las autoridades sanitarias nacionales competentes califiquen la discapacidad, las autoridades competentes de tránsito, transporte terrestre y seguridad vial tomarán el respectivo examen especializado de conducción, contrastando la calificación con la discapacidad de la persona y el vehículo adaptado a su condición, a fin de constatar su capacidad para conducir.”
5. Remita Información sobre iniciativas innovadora que haya sido adoptada en su país para promover y garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad.

· Oralidad en los Procesos Judiciales 

Mediante aprobación y publicación en el Registro Oficial el COGEP establece el principio de oralidad el cual permite que los actos procesales sean realizados de manera hablada, y que en virtud de sus principios de inmediación, concentración y publicidad, tengan una serie de implicaciones sobre el proceso que determinan no solo la forma en la que se desarrolla el proceso, sino a la forma de actuación de quienes intervienen en él, como el juez, los abogados, el demandante, el demandado, peritos, testigos y otras partes que son las personas físicas o morales involucradas en un proceso jurídico presentes ante un órgano jurisdiccional para resolver alguna controversia, a solicitarle que dé solemnidad a ciertos actos jurídicos, o para que dicte providencias respecto de otros. 

En conclusión, dicha disposición garantiza el derecho a un acceso eficiente a la justicia por parte de las personas con discapacidad, ya que se observa la eliminación de procesos y formalismos que al no ser necesarios impedirían el actuar de las partes interesadas con la debida diligencia y oportunidad para intervenir en el desarrollo de las mismas, considerando siempre su tipo y condición de discapacidad.
· Ajustes al procedimiento en la sustanciación de las causas judiciales

Declaraciones escritas o con intérprete de lengua de señas para personas con discapacidad auditiva.

Las  comparecencias deben ser de forma adecuada a su situación y desarrollo evolutivo; se utilizarán elementos técnicos  como circuitos cerrados de televisión, videoconferencias. Para el cumplimiento de estas particularidades se han instalado 116 cámaras de Gessel a nivel nacional.
Para el desarrollo de una Audiencia judicial los espacios de accesibilidad física como comunicacional  deben generar todas las comodidades para una  persona con discapacidad. 

Para garantizar la comunicación con la persona con discapacidad que es parte de un proceso judicial, la autoridad judicial debe disponer de la participación de un intérprete, un/a terapista de lenguaje así como los insumos tecnológicos necesarios para su comunicación, y de ser necesario proceder a disponer  del sistema de apoyo.

No se revictimizara a la persona con discapacidad que ha sido víctima de vulneración de derechos, lo cual garantizara el acceso a la tutela efectiva de sus derechos.

Para la Practica de pruebas debe considerarse siempre el principio de no revictimización para ser aplicado a todo el proceso de práctica de pruebas cuando existen personas con discapacidad en calidad de víctimas.

De igual manera, cuando una persona con discapacidad visual aporte con prueba documental a un proceso judicial, la misma podrá ser considerada en sistema Braille sin afectar a su carácter de legalidad ni de improcedencia para ser admitida al proceso.

A petición de la autoridad judicial (juez o jueces), se puede disponer que un servidor del CONADIS pueda integrar comisiones que tengan por finalidad emitir un criterio técnico sobre discapacidades que el juez puede considerarla para su valoración en audiencia

Finalmente, se facilitara el sistema de apoyo de las personas con discapacidad para garantizar la comunicación en la práctica de pruebas en el proceso judicial en el cual intervenga.

· No abandono de causas 

Mediante Registro Oficial – Edición Constitucional N° 67 de 26 de marzo de 2019, se publica la Resolución de la Corte Constitucional Nº 002-CCE-PPLE-2019 referente al NO ABANDONO de causas donde estén involucradas derechos de personas con discapacidad y que tiene por finalidad de optimizar el sistema de sustanciación de procesos de su competencia y el acceso a la justicia de los grupos de atención prioritaria (Personas con Discapacidad).
· Priorización de Tramites o Causas 
La Corte Constitucional del Ecuador - CCE, con fundamento del artículo 7 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, el Pleno de este Organismo resolvió dar impulso prioritario a las causas en las que intervienen personas con discapacidad. Por tal razón, se insta a que todas las personas con discapacidad que intervengan en casos que sean tramitados en dicha Corte en mención, soliciten a través de documento escrito el impulso prioritario para que con la debida celeridad sus causas y procesos sean tomados en cuenta en los próximos sorteos a realizarse para ser sustanciados y de esta forma se pueda garantizar el derecho de acceso a la justicia a todas las personas con discapacidad."
� Constitución de la Republica. Registro Oficial 20 de octubre de 2008.


� Resolución N°. 00080-2017, Juicio 1877-2015, Sala de lo Penal Militar Penal Policial y Tránsito


� Código Orgánico General de Procesos, Art. 180, Registro Oficial Suplemento 506 de 22 de mayo 2015
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